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yer, en horas del mediodía, 
Alejandro Vilches presentó 
su renuncia como secretario 

Nacional de Discapacidad, por 
motivos personales. Mientras el 
Ministerio de Salud de la Nación 
evalúa su reemplazo, crecen las 
especulaciones sobre los verdade-
ros motivos de la decisión de Vil-
ches: el proyecto de Presupuesto 
2027 presentado por el Gobierno 
nacional muestra nuevos ajustes 
en el área, fuertemente cuestiona-
dos por la oposición e -incluso- en 
las propias filas libertarias. La se-
nadora Patricia Bullrich, jefa del 
bloque en el Senado, encabeza ese 
sector interno cuyos integrantes 
aseguran no haber sido informa-
dos sobre el mencionado ajuste. 

En ese contexto, el Gobierno ad-
mitió la posibilidad de revisar las 
previsiones presupuestarias en el 
área de Discapacidad para el pró-
ximo año; en Diputados, el oficia-
lismo trabaja en una nueva ley que 
reemplace la emergencia sancio-
nada en el período actual.  

 
Transversalidad 
Cabe recordar que la política de 
discapacidad contempla aspectos 
que exceden el sistema sanitario, 
tales como la accesibilidad, el 
transporte, la educación, la inser-
ción laboral, la protección social, 
la autonomía personal y la partici-
pación plena en la comunidad. 

Debido a ese carácter transver-
sal, las medidas vinculadas con 
el sector demandan interven-
ción y articulación con áreas de 
competencia específica, por lo 
cual las discusiones legislativas, 

presupuestarias, educativas, de 
transporte y de protección social 
involucran a diferentes organismos 
del Estado. 

El organismo rector de discapa-
cidad no surgió originalmente 
dentro del Ministerio de Salud y 
mantiene vínculos de trabajo con 
actores estatales y sociales relacio-
nados con la materia. Cuando fue 
incorporado a esa cartera, la secre-
taría correspondiente preservó esa 
dinámica de articulación. 

Por su parte, el Ministerio de 
Salud interviene en los asuntos 
que corresponden a sus atribu-
ciones y emite opiniones técnicas 
cuando son requeridas. Sin em-
bargo, la definición de políticas 
sobre discapacidad requiere co-
ordinación interministerial, dada 
la diversidad de derechos y áreas 
involucradas. 

 
Incumplimiento de sentencia:  
la justicia federal de Córdoba  
ordena investigar  
Miguel Hugo Vaca Narvaja, titular 
del Juzgado Federal N° 3 de Córdo-
ba, ordenó abrir una investigación 
penal contra el ministro de Salud 
de la Nación, Mario Lugones, y el 
director ejecutivo del PAMI, Este-
ban Leguizamo, por presunto in-
cumplimiento de deberes de fun-
cionario público y desobediencia a 
la autoridad, debido a que no aca-
taron una sentencia que ordenaba 
regularizar pagos a prestadores del 
sistema de discapacidad. 

El magistrado giró las actuacio-
nes al fiscal federal Carlos Casas 
Nóblega para que evalúe si la 
conducta de los funcionarios se 

encuadra en los delitos previstos 
en los artículos 239 (desobedien-
cia a la autoridad) y 248 (incum-
plimiento de deberes de funcio-
nario público) del Código Penal; 
además, identificó de manera no-
minal a Lugones y Leguizamo co-
mo los máximos responsables de 
los organismos obligados a cum-
plir la sentencia, y señaló que exis-
te un “continuo incumplimiento” 
de lo ordenado en junio pasado. 

 
Amparo 
La investigación surge de una pre-
sentación de la abogada Marta 
Lastra, patrocinante de un amparo 
colectivo que busca garantizar el 
acceso a prestaciones de salud pa-
ra beneficiarios de Incluir Salud y 
del PAMI. 

Cabe recordar que, a fines de ju-
nio, el mismo juzgado emitió una 
sentencia definitiva que ordenó 
regularizar de manera inmediata 
la cadena de pagos de las presta-
ciones para personas con discapa-
cidad, ante los atrasos generaliza-
dos, que -en algunos casos- llega-
ban a cinco meses. 

La letrada denunció formalmen-
te que las entidades demandadas 
no habían acatado la medida, lo 
que motivó la decisión del juez de 
derivar la causa al fuero Penal. 

Asimismo, vale señalar que el 
pasado 5 de agosto último, el juz-
gado había emitido otra resolu-
ción en la cual ordenaba formal-
mente al programa estatal Incluir 
Salud que acompañara la docu-
mentación requerida para acredi-
tar el cumplimiento de la senten-
cia dictada en la causa.  
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El Juzgado Civil, Comercial y Fa-
milia de 3ª Nominación de San 
Francisco le ordenó a Sancor Co-
operativa de Seguros Limitada 
que abone el seguro de acciden-
tes personales que contrató un 
motociclista que falleció en un 
siniestro vial ocurrido en un ca-
mino rural.  

A su turno, la compañía pidió el 
rechazo de la demanda porque el 
contrato decía explícitamente 
que estaban excluidos de la co-
bertura aquellos accidentes que 
ocurran “por estar el asegurado 
bajo la influencia de estupefa-
cientes o alcaloides”. 

Sin embargo, el juez Carlos Vi-
ramonte consideró que un resul-
tado toxicológico positivo no bas-
ta, por sí solo, para demostrar que 
una persona se encontraba “bajo 
la influencia” de estupefacientes 
al momento de un siniestro.  

El magistrado precisó que la 
cláusula contractual -tal como está 
redactada- no excluye todo acci-
dente en el cual se detectaran estu-
pefacientes en el organismo, sino 
que exige que el asegurado estu-
viera “bajo la influencia” de esas 
sustancias. 

Para el juez, no es posible am-
pliar posteriormente la cláusula y 
equiparar las expresiones “tener 
presencia de cocaína” o “resulta-
do toxicológico positivo” con el 
estado de influencia previsto en el 
contrato. 

  
Pericial 
La prueba pericial realizada por el 
Comité Consultivo y Operativo en 
Prácticas Médicas y Sanitarias en 
Bioética (Copromesab) tuvo es-
pecial relevancia para la decisión. 

Los expertos informaron que el 
examen toxicológico realizado en 
el sumario penal impedía estable-
cer con precisión cuándo había 
ocurrido el consumo, cuál había 
sido su intensidad y qué efectos 
podría estar produciendo la sus-
tancia al momento del accidente. 

Los especialistas explicaron, 
además, que una persona puede 
presentar cocaína o metabolitos 
en sangre aun cuando los efectos 
del consumo ya hayan desapare-
cido. Por ello, señalaron que un 
resultado positivo no permite 

afirmar automáticamente que 
existieran deterioro psicomotor, 
alteración del juicio o disminu-
ción de la aptitud para conducir.  

  
Probado 
El sentenciante sostuvo que la 
presencia de cocaína en sangre 
era un hecho probado y que tam-
bién estaba acreditado un consu-
mo previo, pero aclaró que estar 
“bajo la influencia de cocaína” al 
momento del accidente constitu-
ía un hecho diferente. En este 
sentido, afirmó que el último ex-
tremo no fue demostrado y que le 
correspondía a la aseguradora 
probarlo porque era precisamen-
te el presupuesto de la exclusión 
de cobertura establecida en el 
contrato de seguro. 

Viramonte expuso como crite-
rio central que la detección obje-
tiva de una droga en el organis-
mo no puede equipararse auto-
máticamente con el estado de 
influencia de esa sustancia, 
cuando el propio contrato exige 
este último extremo para excluir 
la cobertura. 

También consideró relevante 
que la cláusula establecía que el 
accidente debía ocurrir “por” es-
tar el asegurado bajo la influencia 
de estupefacientes, lo que exigía 
además demostrar una relación 
entre ese estado y la producción 
del siniestro. Sumó que en el ex-
pediente tampoco existían ele-
mentos que permitieran estable-
cer ese vínculo causal. 

Finalmente, recordó que el artí-
culo 1095 del Código Civil y Co-
mercial establece que el contrato 
se interpreta en el sentido más fa-
vorable para el consumidor y que, 
aun cuando pueda sostenerse que 
existan dudas sobre la configura-
ción de la cláusula, debe adoptar-
se la solución más favorable para 
el asegurado consumidor. 

El fallo aclaró que la prohibi-
ción de conducir habiendo con-
sumido estupefacientes conteni-
da en la Ley Nacional de Tránsito 
persigue una finalidad propia de 
la seguridad vial y no permite mo-
dificar o ampliar automáticamen-
te una cláusula del contrato de se-
guro, que rige la relación entre la 
aseguradora y el asegurado. 

Pagarán seguro de vida de motociclista muerto 
en un accidente que tenía cocaína en sangre 
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